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I.
Consideraciones generales

Introducción

1
Independientemente de si una auditoría es realizada en el sector privado o público, los principios básicos son los mismos. Sin embargo la aplicación de estos principios requiere ser matizada y adaptada a las diferentes circunstancias y requerimientos legales. El presente documento adapta las normas técnicas de auditoría sobre errores, irregularidades y cumplimiento de la normativa por el ente fiscalizado a las circunstancias específicas de la Sindicatura de Cuentas.

2
En un sistema democrático de gobierno, la rendición de cuentas al público y, en particular, a sus representantes elegidos, es un aspecto primordial de la gestión de una entidad del sector público. Las entidades del sector público se crean generalmente por medio de leyes y sus actividades están regidas por distintas normas derivadas de la legislación. Puesto que la legislación y otras normas son los medios principales de los que se valen los legisladores para controlar los ingresos y el gasto del sector público, la auditoría de cumplimiento de las normas relevantes es generalmente parte integral e importante del mandato de auditoría, para la mayoría de las auditorías de las entidades del sector público. De hecho, tal como señalan los Principios y Normas de Auditoría del Sector Público una de las notas que distinguen la fiscalización del sector público de la auditoría del sector privado es “el mayor énfasis que los órganos de control externo deben de poner en el cumplimiento de la legalidad”.
3
La naturaleza del mandato legal del auditor público establece una serie de requerimientos estrictos respecto del tratamiento de las irregularidades o fraudes detectados, que van más allá que su impacto en los estados financieros fiscalizados. Además, las irregularidades tienen unas características que aconsejan su estudio y tratamiento conjuntamente con las situaciones de incumplimiento de la normativa, ya que a veces son aspectos inseparables de un mismo hecho. Por dicha razón esta guía se refiere tanto al cumplimiento de la normativa como a la consideración de los errores e irregularidades en las fiscalizaciones.

Mandato legal

4
El artículo 8 de la Ley 6/1985 de Sindicatura de Cuentas (LSC) establece en su apartado tres que:

“Los informes referentes a las Cuentas Generales habrán de pronunciarse, necesariamente, sobre los siguientes puntos:

a)
Determinar si la información financiera se presenta adecuadamente, de acuerdo con los principios contables que le son de aplicación. 

b)
Determinar si se ha cumplido con la legalidad vigente en la gestión de los fondos públicos.

c)
Evaluar si la gestión de los recursos humanos, materiales y de los fondos presupuestarios se ha desarrollado de forma económica y eficiente.

d)
Evaluar el grado de eficacia en el logro de los objetivos previstos.

Los informes deberán contener, en su caso, un detalle sucinto de las infracciones, los abusos o presuntas irregularidades que se hayan observado.”

5
A su vez el artículo 61 del Reglamento de Régimen Interior de la Sindicatura de Cuentas (RRI) establece que:

“1.
Los informes deberán contener, en su caso, un detalle sucinto de las infracciones, abusos o presuntas irregularidades que se hayan observado.

2.
Si tales infracciones no hubiesen producido menoscabo de fondos públicos, se harán constar las irregularidades y se propondrá la adopción de medidas oportunas para su corrección.

3.
Si se derivase la existencia de infracciones productoras de menoscabo de fondos públicos el servicio instructor de los procedimientos jurisdiccionales emitirá informe, previa petición del Consejo, sobre la conveniencia de su remisión a la jurisdicción competente y la adopción de las medidas oportunas para asegurar el interés general, independientemente de su posible remisión al Tribunal de Cuentas, o la instrucción del procedimiento por la propia Sindicatura, si así procediere.

4. Cuando no se hayan advertido anomalías ni responsabilidades contables se hará constar así en el informe.”

Normas técnicas de auditoría aplicables
6
El Consejo de la Sindicatura de Cuentas aprobó el 16 de abril de 1991 los “Principios y Normas de Auditoría del Sector Público” (PNASP) elaborados por la Comisión de Coordinación de los Órganos de Control Externo de España (OCEX), los cuales según se indica en su introducción “recogen los criterios fundamentales  que deben observar tanto los órganos institucionales de control externo, como los expertos independientes, con vistas a que sus informes puedan ser asumidos por aquellos. Todo ello está dirigido a diseñar un marco normativo uniforme, que permita disponer de informes homologables entre sí y conforme a los principios, normas y procedimientos generalmente aplicados por los profesionales de la auditoría.”

Continúa señalando el documento de los OCEX, que en todo lo no regulado explícitamente en dichas normas “se aplicarán los principios y normas de auditoría generalmente aceptados a nivel nacional e internacional, y especialmente las normas técnicas del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas”. El ICAC ha desarrollado y ha aprobado una serie de Normas Técnicas de Auditoría (NTA), que deben servir de referencia y de aplicación obligada en las fiscalizaciones realizadas por los OCEX, salvo aquellas normas que no tengan aplicación en el sector público o aquellas situaciones o circunstancias específicas del sector público que no han sido tratados por el ICAC apropiadamente. En estos últimos casos deberemos atender a otras normas de auditoría que sirvan de referencia, como las Normas de Auditoría del Sector Público (NASP) de la IGAE, las Normas Internacionales de Auditoría (NIA) de la IFAC y las normas de la INTOSAI.

7
Los PNASP sobre realización del trabajo establecen lo siguiente: 

“3.2.5
Revisión del cumplimiento legal

«Deberá revisarse el cumplimiento de las leyes y reglamentos aplicables».

El cumplimiento de las leyes y reglamentos es importante en la auditoría del sector público, puesto que tanto los organismos como los programas, las actividades y las funciones emanan de leyes y obedecen a principios y reglas más específicos que en el caso del sector privado.

Las normas derivadas del cumplimiento de la legalidad se refieren a la responsabilidad del organismo auditado, a la suficiencia del alcance de la revisión y a la posible detección de situaciones irregulares.

3.2.5.1 Cumplimiento de la legalidad y su control

La dirección del ente auditado es responsable de que su actuación se ajuste a las leyes y reglamentos aplicables. El control interno deberá supervisar la gestión del ente auditado con el fin de verificar el cumplimiento de la legalidad que le sea de aplicación.

Para una eficaz revisión de cumplimiento legal será necesario:

*
Identificar las leyes y disposiciones legales que afecten al sistema económico-financiero del ente auditado y cuyo incumplimiento puede tener un impacto directo sobre la presentación o la realidad de los estados auditados.

*
Evaluar la eficacia del control interno en el terreno de la legalidad.

3.2.5.2 Alcance suficiente

Al determinar la naturaleza, el calendario y la extensión de los controles y de los procedimientos de auditoría precisos para comprobar la conformidad a las leyes y a los reglamentos, el auditor deberá valorar el riesgo de una falta de conformidad a la legalidad que pueda tener un efecto importante sobre los resultados de la auditoría.

Igualmente, el auditor deberá valorar el riesgo de que el organismo no cumpla las leyes y reglamentos y el riesgo de que el sistema de control interno adoptado para el cumplimiento de esas leyes y reglamentos sea ineficaz o no permita detectar su posible incumplimiento.

En todo caso, se deberán planificar y efectuar pruebas del cumplimiento de la legalidad.

3.2.5.3 Detección de situaciones irregulares
El auditor deberá establecer controles y procedimientos de auditoría para tener una certeza razonable de detectar los errores, las irregularidades y los actos ilegales que puedan repercutir de forma importante sobre los resultados de la auditoría.

El auditor deberá también tener en cuenta la posibilidad de situaciones ilegales que pueden tener efecto sobre los resultados de la auditoría.”

8
Dado que esta materia es también muy importante en las auditorías financieras privadas, el ICAC ha emitido una NTA “sobre cumplimiento de la normativa aplicable a la entidad auditada” (Anexo 5) y otra sobre “errores e irregularidades” (Anexo 6), publicadas ambas en el BOICAC 47. Consideraremos estas NTA como desarrollo de nuestro mandato legal y de los PNASP, tal como se ha señalado en los párrafos 4 a 6 anteriores, y constituyen la base de esta guía de auditoría, pero con una serie de matizaciones para adaptarlas a las características de las fiscalizaciones del sector público, ya que existen unas diferencias importantes entre auditoría privada y pública que afectan significativamente al tema tratado. Por ello, para hacer un análisis e interpretación adecuada de las normas del ICAC señaladas, debemos tener también presentes las NASP de la IGAE, que en su apartado 5.6 y 6.3.8 (Anexo 7) regulan esta materia. También sirve de orientación el "Estudio 3.- Auditoría de cumplimiento de la legalidad. Una perspectiva del sector público” publicado en octubre de 1994 por Comité del Sector Público de la IFAC. 

Definiciones en el contexto de esta Directriz Técnica

9
Abuso. Se denomina abuso a toda conducta que en una organización, programa, actividad o función pública se desvía de las expectativas sociales de conducta prudente. 

También se entenderá como violación de las normas de conducta imparciales y éticas como: gastos innecesarios, no reclamar en tiempo y forma las deudas, el retraso en la resolución de expedientes, etc. 

10
Error. El término error se refiere a actos u omisiones no intencionados cometidos por uno o más individuos, sean de los administradores, de la dirección, de los empleados de la entidad auditada, o de terceras personas ajenas a ésta, que alteran la información contenida en las cuentas anuales, tales como:

· Errores aritméticos o de transcripción en los registros y datos.

· Inadvertencia o interpretación incorrecta de hechos.

· Aplicación incorrecta de principios y normas contables.

11
Incumplimiento. El término incumplimiento se refiere a actos, intencionados o no, por acción o por omisión, llevados a cabo por la entidad sometida a auditoría, o a situaciones en las que ésta se encuentre, contrarios a la normativa aplicable. Estos actos o situaciones incluyen transacciones realizadas por o en nombre de la entidad, o por cuenta de ella, por su dirección o sus empleados. A efectos de esta norma técnica el incumplimiento no incluye actuaciones impropias de los administradores, directivos o empleados realizadas a título personal no relacionadas con la actividad de la entidad. 

En una fiscalización cuando utilicemos el término incumplimiento tiene un significado más amplio que el estrictamente relativo a los actos ilegales (incumplimiento de disposiciones legales); los incumplimientos incluyen también violaciones de las estipulaciones contractuales o de las condiciones de concesión de subvenciones. 

El término infracción utilizado por la LSC y el RRI, no queda definido en esas normas pero debe entenderse equivalente a “incumplimiento”. El ICAC también utiliza este término como sinónimo de incumplimiento.

12
Irregularidad. El término irregularidad se refiere a los actos u omisiones intencionados, cometidos por uno o más individuos, sean de los administradores, de la dirección, de los empleados de la entidad auditada, o de terceras personas ajenas a ésta, que alteran la información contenida en las cuentas anuales. 

Los errores e irregularidades tienen en su intencionalidad el factor primordial de diferenciación. Sin embargo, en ocasiones resulta difícil determinar dicha intencionalidad, sobre todo en aspectos relacionados con estimaciones contables o en aplicación e interpretación de principios y normas de contabilidad. 

En algunas normas y publicaciones(1) se utiliza el término fraude, que en auditoría tiene el mismo significado que irregularidad.

13
Al analizar las irregularidades, se pueden distinguir dos tipos principales:

a) Formulación fraudulenta de los estados financieros (coincide con lo señalado en el artículo 61.2 del RRI). La formulación fraudulenta comprende inexactitudes intencionadas u omisiones de importes o de información en los estados financieros con objeto de engañar a los usuarios de los mismos. Esta irregularidad puede suponer, entre otros: 

· Manipulación, falsificación o alteración de registros contables o documentos.

· Supresión u omisión de los efectos de transacciones en los registros o documentos.

· Registro de operaciones ficticias.

· Aplicación indebida e intencionada de principios y normas contables. 

b)
Apropiación indebida y utilización irregular de activos (coincide con lo señalado en el artículo 61.3 del RRI). La apropiación indebida de activos puede ser llevada a cabo de varias formas (incluyendo malversación de la recaudación, robo de activos tangibles o intangibles o provocando que la entidad pague por bienes o servicios no recibidos); a menudo es acompañada por registros o documentos falsos, engañosos, posiblemente creados para burlar controles y/o ocultar el hecho de la desaparición de los activos. 

14
En el ámbito del sector público una irregularidad estará, de ordinario, íntimamente ligada a un incumplimiento de la normativa y en algunos supuestos (por ejemplo, la apropiación indebida que se ha señalado en el apartado b) del párrafo anterior) revestirá unas consecuencias, especialmente graves ya que podrían calificarse de responsabilidad contable.

15
Responsabilidad contable. Las Leyes Orgánica y de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas definen el concepto de responsabilidad contable y ha sido progresivamente perfilado con posterioridad por la jurisprudencia, de acuerdo con la cual, para que una conducta pueda originar este tipo de responsabilidad será preciso que se den las siguientes circunstancias:

a) Una infracción de la ley, pero se restringe a las infracciones de leyes reguladoras del régimen presupuestario y de contabilidad.

b) Daño o menoscabo efectivo de los caudales públicos.

c) Una relación causal entre la infracción de la ley y el menoscabo.

d) Las pretensiones de responsabilidad contable se han de desprender de las cuentas que han de rendir las personas que tienen a su cargo el manejo de caudales o efectos públicos.

e) El perjuicio para el erario público ha de ser consecuencia de una conducta dolosa, culposa o negligente grave. 

Dentro del concepto genérico de responsabilidad contable se puede distinguir entre alcance, malversación de fondos públicos y otros supuestos. En el Anexo 4 pueden verse ejemplos de cada una de estas tipologías. 

16
Delito. Son acciones típicamente antijurídicas, culpables y punibles, tipificadas en el Código Penal. Los delitos, de acuerdo con la Ley de Enjuiciamiento Criminal, deben ser obligatoriamente denunciados ante la autoridad judicial, por lo que, en caso de observarse indicios de su existencia, el auditor procederá según se indica en el apartado 69.
Normativa aplicable

17
Se entiende por normativa aplicable, a efectos de este documento, el conjunto de disposiciones, cualquiera que sea su rango, a las que se halla sujeta la entidad fiscalizada, ya sea con carácter general, específico o sectorial. 

18
En general, las entidades del sector público están sujetas a normas más numerosas y específicas que las organizaciones del sector privado. La naturaleza y el alcance de las normas aplicables varían según el tipo de entidad sometida a auditoría. Algunas entidades están sometidas a requisitos legales más exhaustivos que otras y a un superior nivel de cumplimiento. El marco normativo consiste en una jerarquía de normas que, dependiendo del ente auditado, podrían incluir elementos tales como:

· Derecho internacional (por ejemplo directivas y reglamentos de la U.E.);

· La Constitución;

· Leyes;

· Reglamentos elaborados por el gobierno en aplicación de las leyes;

· Disposiciones estatales, regionales o municipales dentro del alcance de los respectivos órganos legislativos y administraciones;

· Disposiciones constitutivas de entidades públicas;

· Decisiones de comités ministeriales o consejerías;

· Disposiciones relativas a subvenciones o incluidas en contratos, y

· Jurisprudencia de los tribunales.

La naturaleza y el alcance de la legislación, regulaciones y otras normas de aplicación a una entidad afectará a la forma en que se deba realizar la auditoría.

Objeto

19
El objeto de esta Directriz Técnica (DT) se concreta en los siguientes aspectos:

· establecer los procedimientos que ha de aplicar el auditor,

· delimitar la responsabilidad del auditor,

· determinar efectos en el informe,

· determinar otras acciones que procedan,

en relación con la detección de errores, irregularidades y eventuales incumplimientos de la normativa aplicable en que haya podido incurrir la entidad fiscalizada.

Ámbito de aplicación

20
Esta DT se aplicará en todas las fiscalizaciones realizadas por la Sindicatura de Cuentas.

21
El trabajo de auditoría no tiene como objetivo, ni está diseñado para detectar todos los errores, irregularidades e incumplimientos de la normativa que pudieran existir en los estados financieros fiscalizados. No obstante podría darse el caso de que la Sindicatura de Cuentas fuera requerida por las Cortes Valencianas para llevar a cabo un trabajo especial de investigación sobre la existencia de errores, irregularidades o incumplimientos de la normativa en determinada área o entidad. En estos casos se llevarán a cabo procedimientos que excederán los que se llevan a cabo en las fiscalizaciones ordinarias de regularidad.

II
Consideraciones generales sobre la planificación y ejecución del trabajo de fiscalización

Alcance del trabajo

22
La normativa aplicable determina la forma y contenido de las cuentas anuales de una entidad, los principios y normas contables generalmente aceptados, los importes que deben ser registrados y la información que deben contener. Asimismo, establece las bases sobre las que la entidad debe desarrollar su actividad. El incumplimiento de la normativa aplicable puede tener consecuencias financieras para la entidad, tales como multas, litigios, etc., o incluso llevar al cese de su actividad. Por lo general, cuanto menos se refieran a hechos y transacciones que deben tener reflejo en las cuentas anuales, menor es la probabilidad de que el auditor tenga conocimiento de ellas, o reconozca su posible incumplimiento. 

23
El alcance respecto de las normas que se deben considerar en la revisión del cumplimiento dependerá de la naturaleza del mandato legal y del tipo de auditoría a realizar. Cuando se efectúa una auditoría financiera en el sector privado el auditor debe considerar aquellas normas que, si fueran violadas, harían que los estados financieros estuvieran significativamente mal presentados. Sin embargo el cumplimiento de la normativa adquiere una especial importancia en el ámbito del sector público, ya que toda su actividad financiera está sometida al principio de legalidad, y en consecuencia, en las fiscalizaciones el alcance de las pruebas de cumplimiento deberá tener mayor amplitud que el aplicado normalmente en las auditorías financieras del sector privado. De hecho pueden dedicarse determinados programas a revisar exclusivamente el cumplimiento de la normativa, como por ejemplo la contratación administrativa. 

24
Además del énfasis especial que, con carácter general, el cumplimiento de la normativa tiene en las auditorías financieras del sector público, en muchas ocasiones se realizarán auditorías de legalidad cuyo único objetivo será la revisión del cumplimiento de la legalidad, con independencia de la repercusión, material o no, que los potenciales incumplimientos de la normativa puedan tener sobre en los estados financieros de la entidad fiscalizada. 

25
Es muy frecuente que los OCEX realicen ambos tipos de auditorías, financieras y de legalidad, conjuntamente bajo la denominación de auditorías de regularidad, incluyéndose en los informes resultantes sendos apartados relativos a ambos tipos de auditorías.

26 Al ser la legislación aplicable muy prolija, no se debe esperar que se revise toda la normativa que tenga alguna relación con la entidad auditada. Se espera que el auditor decida de forma responsable y razonada sobre las normas que se deben revisar, debiendo precisarse el alcance en la memoria de planificación y en el informe.

27
Tal como se señala en el párrafo 62, en general, en la auditoría financiera el auditor debe diseñar los procedimientos de auditoría para detectar errores e irregularidades que tengan un efecto significativo sobre las cuentas anuales. No obstante, el mandato legal del auditor público (véase párrafos 4 y 5) da una especial importancia a esta materia, ya que el uso de los caudales públicos tiende a imponer una mayor exigencia en cuanto a la detección de irregularidades y los auditores pueden verse requeridos a responder a mayores expectativas públicas relativas a la detección del fraude o irregularidades. 

28
Sin perjuicio de las obligaciones y responsabilidades señaladas en esta guía las funciones del auditor por lo general no implican que tenga que buscar específicamente fraudes o irregularidades.

Importancia relativa

29
El concepto de importancia relativa tiene unos componentes cuantitativos y otros cualitativos. Los primeros se utilizarán, por lo general, para una auditoría financiera, siendo los segundos de especial trascendencia en auditorías de regularidad del sector público por la complejidad de su entramado normativo y por su sujeción al principio de legalidad.

30
Para poder establecer los criterios de materialidad cualitativa, se deberá partir de los objetivos que se establezcan para la revisión de la legalidad, de manera que será significativo para el auditor todo aquello que afecte a estos objetivos.

31
Significatividad y materialidad son conceptos sinónimos; sin embargo, significatividad se utiliza a menudo en el contexto de la auditoría de cumplimiento porque es un término arraigado en la práctica del sector público. Uno de los criterios para valorar la significatividad es la cantidad monetaria implicada, pero no siempre se puede medir en términos monetarios. Las consideraciones cualitativas y cuantitativas incluyen el efecto acumulado de aspectos inmateriales, las necesidades de los usuarios del informe, la naturaleza de las normas aplicables y el grado de interés público en el tema. Lo que se considera significativo a efectos de la formación de la opinión general de la auditoría de cumplimiento puede ser diferente de aquello que se considera significativo para incluirse en alguna otra parte del informe de auditoría. 

32
En las auditorías del sector público, el umbral de significatividad del entorno de cumplimiento mantenido por la entidad o de un incumplimiento real del marco normativo será normalmente más bajo que en las auditorias del sector privado, debido a que la rendición de cuentas de la entidad es pública y a la notoriedad y la repercusión de sus actividades. 

33
En cualquier caso, y sujeto a su mandato legal, el auditor debe hacer uso de su criterio profesional al valorar la importancia de los posibles incumplimientos y/o irregularidades. No obstante, en algunos casos, se puede requerir que se informe de todos los casos de incumplimiento/irregularidades con independencia de su significatividad.

Responsabilidad de los administradores y de la dirección del ente fiscalizado

34 La prevención y detección de errores e irregularidades corresponde a los  administradores y a la dirección de la entidad fiscalizada, a través de la implantación y funcionamiento continuado de los adecuados sistemas contables y de control interno. Dichos sistemas reducen pero no eliminan la posibilidad de errores e irregularidades. 
35 Es responsabilidad de los administradores y de la dirección de la entidad fiscalizada asegurar que la actividad se realiza de acuerdo con la normativa que le es de aplicación. La responsabilidad de la prevención y detección de incumplimientos corresponde, por tanto, a los administradores y a la dirección en el ámbito de sus competencias. 


En el Anexo 1, se enumeran algunos ejemplos de políticas y procedimientos, entre otros, que pueden ayudar a los administradores y a la dirección en el desempeño de sus responsabilidades en cuanto a la prevención y detección de incumplimientos y cuya aplicación puede ser objeto de consideración por el auditor en el desarrollo de su trabajo de auditoría de cuentas anuales. 

Responsabilidad del auditor

36 El auditor no es responsable de la prevención de los errores, irregularidades e incumplimientos de la normativa aplicable. 

37
Al planificar y aplicar los procedimientos de auditoría, así como al evaluar los resultados de su trabajo y al informar sobre ellos, el auditor debe ser consciente de que existe el riesgo de que posibles errores, irregularidades e incumplimientos de la normativa aplicable por parte de la entidad puedan afectar significativamente a las cuentas anuales, por lo que el auditor debe realizar su trabajo de forma que tales errores, irregularidades e incumplimientos puedan ser razonablemente detectados. Los auditores deberán prestar especial atención a aquellas situaciones o transacciones que presenten indicios de futuros abusos o actos ilegales.


La detección de un incumplimiento, con independencia de su importancia relativa cuantitativa o cualitativa, requerirá el análisis de sus posibles implicaciones sobre la integridad de la dirección o de los empleados, así como su posible impacto en otros aspectos de la auditoría. 

38
Aunque los procedimientos de auditoría pueden permitir identificar situaciones de abuso, fraudes o actos ilegales, no garantizan el descubrimiento de todos los posibles casos que se hayan podido cometer.


El posterior descubrimiento de una situación de fraude, abuso o actos ilegales realizados en el período sometido a auditoría no significa que el trabajo del equipo auditor haya sido inadecuado, siempre y cuando éste haya cumplido las normas técnicas de auditoría aplicables. 

39
Al planificar la auditoría, el auditor debe entrevistar a la Dirección y, en su caso, a los administradores con las siguientes finalidades:

a) Para conocer la evaluación de la dirección del riesgo de que las cuentas anuales contengan inexactitudes significativas provocadas por algún tipo de irregularidad.

b) Para conocer los sistemas contables y de control interno que la dirección ha establecido para controlar ese riesgo.

c) Para conocer los sistemas contables y de control interno que la dirección ha establecido para prevenir y detectar errores.

d) Para determinar si la dirección tiene conocimiento de la existencia de alguna irregularidad o fraude que afecte a la entidad o sospecha de alguna que esté investigando.

e) Para determinar si la dirección ha detectado algún error material.

40 La auditoría de las cuentas anuales está sujeta al riesgo inevitable de que no se detecten errores, irregularidades e incumplimientos de la normativa aplicable que afecten significativamente a las cuentas anuales auditadas aun cuando la auditoría se haya planificado y ejecutado adecuadamente de acuerdo con las normas técnicas de auditoría. 

41
Este riesgo es aún mayor debido a factores tales como:  

-
Existencia de normativa, referida básicamente a aspectos operativos de la entidad, que en principio no tienen por qué tener efectos significativos en las cuentas anuales y cuyo incumplimiento puede no ser detectado por los sistemas de control interno contable. 

-
La eficacia de los procedimientos de auditoría se ve afectada por las limitaciones inherentes a todo sistema contable y de control interno y por la aplicación de técnicas de muestreo. 

-
El trabajo del auditor tiene como finalidad obtener una evidencia suficiente y adecuada y no una certeza absoluta.  

-
El riesgo de no detectar irregularidades es mayor que el de no descubrir errores o incumplimientos involuntarios, ya que normalmente la irregularidad va acompañada de actuaciones tendentes a ocultarla, tales como colusiones, falsificaciones, omisiones deliberadas en el registro de transacciones, falta de controles por la alta dirección o manifestaciones deliberadamente erróneas al auditor. 

42
La existencia de sistemas de contabilidad y procedimientos de control interno eficientes reducen la posibilidad de errores e irregularidades en las cuentas anuales, aunque siempre hay riesgo de que los controles internos no funcionen tal como se diseñaron. Asimismo, cualquier sistema de contabilidad y de control interno puede ser ineficaz ante irregularidades ocasionadas por colusiones entre empleados o cometidas por la dirección. La ausencia de controles, controles ineficaces o la capacidad de la dirección para sortearlos constituyen riesgos adicionales. 
43
Además de las debilidades detectadas del sistema contable y de control interno, pueden existir hechos o circunstancias que incrementen el riesgo de errores e irregularidades, tales como: 
-
Aspectos relativos a la integridad y competencia de la Dirección. 
-
Presiones no usuales tanto internas como externas a la Sociedad. 
-
Transacciones no habituales. 
-
Problemas en la obtención de evidencia suficiente y adecuada. 

En el Anexo 3 se recogen algunos ejemplos de hechos y circunstancias. 
44 El auditor debe planificar y ejecutar la auditoría con una actitud de escepticismo profesional, reconociendo que su trabajo puede poner de manifiesto circunstancias o hechos que indiquen la existencia de errores e irregularidades o que pueden llevarle a cuestionar el cumplimiento de la normativa aplicable por parte de la entidad. 

45
El escepticismo profesional es una actitud que requiere mentalidad o espíritu crítico y una evaluación crítica de la evidencia de auditoría. En la obtención y evaluación de la evidencia, los miembros del equipo de auditoría no estarán satisfechos si no obtienen suficiente evidencia convincente, no siendo suficiente que tengan la convicción de que la dirección y los empleados son honestos.

46
No obstante salvo que en el curso de la auditoría se evidencie lo contrario, el auditor puede aceptar los apuntes contables y los documentos como genuinos. Una auditoría de regularidad raramente contempla la autentificación de la documentación, ni los auditores están cualificados para ello, ni se espera que sean expertos en la materia. 

47 En la planificación de la auditoría, el auditor discutirá con los miembros del equipo de auditoría la probabilidad de la existencia de inexactitudes significativas en los estados financieros a fiscalizar debido a irregularidades, errores o incumplimientos. 

Procedimientos para verificar el cumplimiento de la normativa

48 Con el fin de planificar adecuadamente su trabajo de auditoría, el auditor debe obtener un conocimiento general del marco normativo que afecta a la entidad, tanto la legislación de general aplicación, la del sector en el que opera y la específica de la entidad acerca de las operaciones sometidas a revisión, y de cómo la entidad está cumpliendo con ella. Si no fuera así, existe el riesgo de que los procedimientos de auditoría no se diseñen a la medida de las necesidades específicas de la auditoría o de que sean ejecutados inadecuadamente.


En este contexto, el auditor debe tener especialmente en cuenta que alguna normativa aplicable puede tener un efecto importante en las operaciones de la entidad, que en algunos casos, podrían llegar a causar el cierre de la entidad o poner en duda su capacidad para continuar sus operaciones. 

49
Para obtener el conocimiento necesario de la normativa aplicable a la entidad el auditor podría normalmente: 

-
Analizar la normativa que le resulta de aplicación a la entidad. 

-
Utilizar la información existente del sector y negocio de la entidad. 

-
Preguntar a la dirección de la entidad sobre las políticas y procedimientos establecidos en relación con el cumplimiento de la normativa aplicable a la misma. 

-
Obtener la evaluación de la dirección sobre la normativa aplicable que puede tener un efecto significativo sobre las operaciones de la entidad. 

-
Comentar con la dirección las políticas y procedimientos adoptados para identificar, evaluar y contabilizar reclamaciones y litigios. 

50
Después de obtener el conocimiento general indicado, el auditor debe aplicar procedimientos que le ayuden a identificar eventuales incumplimientos significativos de aquella normativa aplicable que deba ser tenida en cuenta en la preparación de las cuentas anuales y, en especial: 

· Preguntar a la dirección si la entidad cumple con tal normativa. 

· Debe evaluar la eficacia del control interno en el terreno de la legalidad. 

· Lectura de las actas de juntas de accionistas, consejos de administración, órganos de dirección, etc.

· Lectura de la correspondencia con las autoridades reguladoras. 

· Confirmación de los asesores legales y de la dirección sobre los posibles litigios o reclamaciones.

· Solicitar información sobre los litigios, las reclamaciones y los contenciosos de toda índole en los que está involucrada la entidad. 

51
Además, el auditor debe obtener evidencia de auditoría suficiente y adecuada sobre el cumplimiento por la entidad de aquella normativa que considere pueda tener un efecto significativo en las cuentas anuales de acuerdo con el alcance definido en la planificación. El auditor debe tener un conocimiento suficiente de esas normas para considerarlas cuando audite los importes registrados y los desgloses contenidos en las cuentas anuales.


En este sentido, hay que tener en cuenta que existe determinada información que, en cualquier caso, debido a su naturaleza y dada su exigencia legal debe incorporarse en las cuentas anuales. 

52
El auditor deberá obtener confirmación escrita de la dirección, de acuerdo con lo establecido al respecto en la Norma Técnica (del ICAC) sobre "Carta de Manifestaciones de la Dirección", sobre cualquier incumplimiento de la normativa aplicable que pudiera conocer la dirección y cuyos efectos cualitativos o cuantitativos deban ser considerados en la formulación de las cuentas anuales. 

53
El auditor podrá asumir que la entidad cumple con la normativa aplicable a falta de evidencia en contrario, siempre que el trabajo se haya planificado y ejecutado de acuerdo con lo establecido en las normas técnicas de auditoría. 

Procedimientos cuando hay indicios de incumplimiento. 

54
En el Anexo 2 de esta DT se incluyen ejemplos de tipos de circunstancias que puedan ser indicativas de un eventual incumplimiento de la normativa aplicable por parte de la entidad. 

55
Cuando llegue a conocimiento del auditor información relativa a un eventual incumplimiento de la normativa aplicable, deberá entender la naturaleza del hecho y las circunstancias en las que ha sucedido, así como obtener suficiente información adicional para evaluar su posible efecto en las cuentas anuales. 

56
Al evaluar el posible efecto en las cuentas anuales, el auditor tendrá en cuenta: 

-
Las consecuencias financieras previsibles, como multas, sanciones de otro tipo, perjuicios y responsabilidades, indemnizaciones, expropiación de activos, cese forzoso de actividades, litigios, etc.  

-
Si tales consecuencias deben ser desglosadas expresamente en la memoria de las cuentas anuales.  

-
Si las consecuencias financieras previsibles son de tal importancia o naturaleza que afecten significativamente a la imagen fiel de las cuentas anuales, de acuerdo con la norma técnica sobre el concepto de importancia relativa. 

57
Cuando el auditor considere que puede haber un eventual incumplimiento que pudiera tener un efecto significativo en las cuentas anuales, debe documentar sus conclusiones y comentarlas con la dirección de la entidad auditada. Tal documentación debe incluir copias de los registros y documentos, así como transcripciones de conversaciones, cuando ello sea adecuado.

58
Si la dirección de la entidad auditada no proporciona información satisfactoria de que está de hecho cumpliendo con la normativa, el auditor deberá considerar la posibilidad de consultar con los asesores legales de la misma acerca de la aplicación de la normativa aplicable a la situación concreta de que se trate, así como sus posibles efectos en las cuentas anuales.

59
Los auditores deberán consultar con los letrados de la Sindicatura cuando surjan problemas en la interpretación de la legislación aplicable. Con carácter general, se podrá solicitar a los letrados informes jurídicos de acuerdo con el procedimiento interno establecido.

60
Cuando no pueda obtenerse información adecuada sobre un eventual incumplimiento, el auditor debe evaluar el efecto que esta falta de evidencia pudiera tener en el informe de auditoría, tal como se indica en el apartado III. 

61
El auditor debe considerar las implicaciones del incumplimiento de la normativa aplicable en relación con otros aspectos de la auditoría, especialmente la fiabilidad que otorgue a las manifestaciones de la dirección. A este respecto, el auditor debe reconsiderar su evaluación del riesgo y su validez en caso de incumplimiento no detectado por el control interno o no incluido en tales manifestaciones. Las implicaciones que pueda tener el eventual incumplimiento que se hubiera puesto de manifiesto dependerán de la forma en que tal incumplimiento haya tenido lugar, los procedimientos de control interno específicos afectados, así como del nivel de la dirección o de los empleados involucrados. 

Procedimientos cuando hay indicios de la existencia de errores o irregularidades. 
62
Basándose en la evaluación del riesgo, el auditor debe diseñar los procedimientos de auditoría necesarios para obtener seguridad razonable de que las irregularidades y errores significativos que pudieran existir y afecten significativamente a las cuentas anuales, consideradas en su conjunto, se detecten adecuadamente.

En consecuencia, el auditor debe obtener evidencia suficiente y adecuada de que no se han producido errores e irregularidades que puedan tener un efecto significativo en las cuentas anuales, o de que si se han producido su efecto en éstas ha sido reflejado adecuadamente. 
63
Cuando de la aplicación de procedimientos de auditoría, diseñados teniendo en cuenta la evaluación del riesgo, se derivase la posible existencia de errores e irregularidades, el auditor debe evaluar sus efectos potenciales en las cuentas anuales. Si considera que son significativos, debe modificar los procedimientos previstos o aplicar otros adicionales. 

64
La amplitud de procedimientos adicionales dependerá del criterio del auditor en relación con: 
a)
La naturaleza de los errores o irregularidades que puedan presumirse; 
b)
La probabilidad de que ocurran, 
c)
La posibilidad de que un tipo concreto de error o irregularidad pueda tener efectos significativos en las cuentas anuales. 
65
A menos que las circunstancias indiquen claramente lo contrario, el auditor no debe asumir que un caso de error o irregularidad es un hecho aislado. Si la irregularidad o error debiera haber sido prevenido o detectado por el sistema de control interno, el auditor debe reconsiderar su evaluación previa del mismo y, si es necesario, ajustar la naturaleza, programación y amplitud de sus procedimientos sustantivos. 
66
La aplicación de estos procedimientos adicionales normalmente llevará al auditor a confirmar o a desestimar sus dudas sobre la existencia de errores e irregularidades. Cuando no se resuelvan las dudas acerca de la existencia de algún error o irregularidad como consecuencia de los procedimientos adicionales aplicados, el auditor debe considerar su efecto e incidencia en el informe de auditoría. 
67
Asimismo, el auditor deberá considerar las implicaciones de los errores o irregularidades significativos en otros aspectos de la auditoría, especialmente en relación con la fiabilidad de las manifestaciones de la Dirección. En caso de errores o irregularidades no detectados por los controles internos o no incluidos en las manifestaciones efectuadas por la dirección, el auditor debe reconsiderar la evaluación efectuada del riesgo, así como la validez de las citadas manifestaciones de la Dirección. 
Procedimientos cuando hay indicios de responsabilidad contable

68
Cuando, según la apreciación del auditor, haya indicios de la existencia de responsabilidad contable (ver Anexo 4) el auditor remitirá, junto con el informe correspondiente, una nota informativa de los hallazgos junto con todos los antecedentes del caso al Síndico responsable para su traslado al Consejo de la Sindicatura de Cuentas y aplicación, en su caso, de lo previsto en el artículo 61.3 del RRI.

Procedimientos cuando hay indicios de actos delictivos

69 Cuando en el curso de la auditoría se detecten actos o conductas que presuntamente puedan considerarse delictivas, el responsable de la auditoría los pondrá, inmediatamente y sin esperar a que concluya la auditoría, en conocimiento del Síndico responsable para su traslado al Consejo de la Sindicatura de Cuentas para que proceda de la forma más oportuna conforme a derecho. 
III.
Consideraciones sobre el informe

70
En relación con el (los) informe(s), también existen diferencias importantes entre sector privado y público, tanto por la importancia que informar sobre el cumplimiento de la legislación aplicable y sobre la posible existencia de irregularidades tiene en el sector público en general, como porque de acuerdo con la LSC la Sindicatura de Cuentas solo debe emitir un único informe con destino a las Cortes Valencianas.

71
En la elaboración de los informes se debe tener en cuenta lo establecido en la Directriz Técnica nº 3, Estructura y contenido de los informes de fiscalización de la Sindicatura de Cuentas (Sección 701-Estructura y contenido de los informes de fiscalización, del Manual de fiscalización), con las consideraciones que se hacen en los siguientes apartados.

Auditoría financiera

72
Si el auditor concluye que el eventual error, irregularidad o incumplimiento de la normativa aplicable a la entidad tiene o puede tener un efecto significativo o muy significativo desde un punto de vista cuantitativo o cualitativo en las cuentas anuales y que no ha sido adecuadamente considerado en las mismas debe emitir un informe con salvedad, opinión desfavorable o denegada según proceda. 

73
Si la entidad o las circunstancias impiden al auditor la obtención de la evidencia suficiente y adecuada para evaluar si existen o si es probable que se hayan producido errores, irregularidades o incumplimientos de la normativa aplicable a la entidad que puedan afectar significativamente a las cuentas anuales, debe expresar una opinión con salvedades o denegar su opinión, por la existencia de limitaciones al alcance de la auditoría. 

Auditoría de cumplimiento

74
Los informes se pronunciarán necesariamente sobre si se ha cumplido con la legalidad vigente en la gestión de los fondos públicos y deberán contener, en su caso, un detalle sucinto de las infracciones, los abusos o presuntas irregularidades de carácter significativo, que se hayan observado. 

75
La información sobre el grado de incumplimiento deberá situarse en una perspectiva adecuada con el objeto de que el lector del informe pueda juzgar su importancia. Se debe señalar, por tanto, la relación que guardan los incumplimientos detectados con el universo o el número total de casos examinados y serán cuantificados en términos de valor monetario cuando sea posible y apropiado.

76
A la hora de redactar el informe, y elegir la terminología a utilizar, es muy importante tener en cuenta que la determinación de si un acto o una situación constituye o no incumplimiento de una norma es una cuestión jurídica que puede exceder de las atribuciones del auditor. Su formación y experiencia, así como su conocimiento de la entidad y de su actividad, pueden proporcionar indicios de que algunos actos que lleguen a su conocimiento puedan constituir incumplimiento de la normativa aplicable por la entidad.

77 Aunque los auditores tienen la responsabilidad de determinar, si en su opinión, las transacciones examinadas son conformes con las normas aplicables, la determinación de si un acto concreto constituye o es probable que constituya un incumplimiento puede requerir la intervención de los servicios jurídicos, si bien en última instancia la determinación sobre si un acto o transacción es ilegal es una cuestión para la que solo están facultados los tribunales. 

Pronunciamiento sobre responsabilidad contable

78
El artículo 61.4 del RRI establece que cuando no se hayan advertido “anomalías ni responsabilidades contables” se hará constar así en el Informe. Mediante la utilización del formato establecido en la DT3 (Sección 701-Estructura y contenido de los informes de fiscalización, del Manual de fiscalización), y en concreto de la “redacción modelo” del apartado de conclusiones sobre el cumplimiento de la legalidad, el auditor, al informar sobre la existencia o no de incumplimientos, se atiene dentro de sus responsabilidades y competencias a este mandato reglamentario, ya que el término “incumplimientos” utilizado en la DT3 incluye los supuestos de “anomalías” o “responsabilidades contables”. 

79
Tal como se señala en el párrafo 76, la utilización precisa de la terminología es muy importante puesto que la competencia jurisdiccional en cuanto a los procedimientos de responsabilidad contable corresponde únicamente al Tribunal de Cuentas, cuyas resoluciones en la materia son susceptibles de recurso ante el Tribunal Supremo.

IV.
Conclusión

80
La realización de una fiscalización de acuerdo con lo dispuesto en la Directriz técnica de fiscalización nº 4, garantiza el cumplimiento del mandato legal establecido en el artículo 8 de la Ley de Sindicatura de Cuentas relativo a la detección de posibles incumplimientos de la normativa e irregularidades cometidas por las entidades fiscalizadas. También supondrá el cumplimiento de las normas de auditoría aplicables a la actividad fiscalizadora de la Sindicatura de Cuentas.

ANEXO 1
EJEMPLOS DE POLÍTICAS Y PROCEDIMIENTOS QUE AYUDAN A LA DIRECCIÓN EN EL DESEMPEÑO DE SUS RESPONSABILIDADES EN CUANTO A LA PREVENCIÓN Y DETECCIÓN DE INCUMPLIMIENTOS DE LA NORMATIVA APLICABLE A LA ENTIDAD.

A continuación se exponen algunos ejemplos de políticas y procedimientos que pueden ayudar a la dirección en la prevención y detección de incumplimientos de la normativa aplicable a la entidad:

-
Facilitar el conocimiento de la normativa aplicable y asegurarse de que los procedimientos operativos han sido diseñado para su cumplimiento. 

-
Establecimiento y ejecución de sistemas adecuados de control interno. 

-
Desarrollo, publicación e implantación de un código de conducta. 

-
Asegurar que los empleados están apropiadamente formados y entienden el código de conducta. 

-
Controlar el cumplimiento del código de conducta o adoptar medidas con los empleados que no lo cumplan. 

-
Disposición de asesores legales que asistan en el cumplimiento de la normativa de aplicación. 

-
Mantenimiento de un registro de la normativa significativa que la entidad debe cumplir en su sector específico, y de un registro de reclamaciones. 

-
En las entidades de mayor dimensión, estas políticas y procedimientos pueden complementarse mediante la asignación de las responsabilidades adecuadas a: 

a)
La función de auditoría interna.

b) Un Comité de Auditoría.

c) Un Director de cumplimiento de normas.

ANEXO 2
RECOMENDACIONES O ASPECTOS ORIENTATIVOS PARA LA CONSIDERACIÓN DEL AUDITOR DE POSIBLES INCUMPLIMIENTOS DE NORMATIVA APLICABLE

A continuación se enumeran algunos ejemplos que pueden ser indicativos de un eventual incumplimiento con la normativa de aplicación:

-
Investigación por las autoridades públicas o pagos de multas o sanciones. 

-
Pago de servicios o prestaciones no especificados a asesores, terceros vinculados, o empleados, propios o de la administración. 

-
Comisiones de ventas o gastos de agentes que parezcan excesivos en relación con los normalmente pagados por la entidad o por el sector, o en relación con los servicios efectivamente recibidos. 

-
Pagos importantes no habituales en metálico, o transferencias a cuentas corrientes cifradas. 

-
Transacciones con empresas radicadas en paraísos fiscales. 

-
Pagos por bienes o servicios dirigidos a países o personas distintos a aquellos de los que proceden dichos bienes o servicios. 

-
Pagos sin la adecuada documentación. 

-
Noticias en los medios de comunicación, en relación con presuntos incumplimientos de la normativa aplicable. 

-
Existencia de un sistema contable que tiene fallos, bien de diseño, bien accidentales, en el suministro de evidencias adecuadas o suficientes.

ANEXO 3
EJEMPLOS DE HECHOS Y CIRCUNSTANCIAS QUE PUEDEN AUMENTAR EL RIESGO DE ERRORES E IRREGULARIDADES.

Aspectos relativos a la integridad y competencia de la dirección. 
-
La dirección está dominada por una persona o por un pequeño grupo y no existe consejo o comité de vigilancia con funcionamiento efectivo. 
-
Existe una estructura compleja en la entidad, que no parece justificada. 
-
Se omite continuamente la corrección de los puntos débiles en el control interno, cuando esas correcciones son viables. 
-
Existe una alta rotación en el personal clave de las áreas contable o financiera. 
-
Existe una infrautilización significativa y prolongada del personal del departamento de contabilidad. 
-
Se producen cambios frecuentes en los asesores legales o auditores. 
Presiones no usuales tanto internas como externas a la Sociedad. 
-
La actividad es decreciente y aumentan los incobrables. 

-
El fondo de maniobra es inadecuado, debido a la disminución de los beneficios o a una expansión demasiado rápida. 

-
Se deteriora la calidad del beneficio a través, por ejemplo, del mayor riesgo en ventas a crédito, cambios en las prácticas comerciales o utilización de procedimientos contables que lo aumentan. 

-
La entidad necesita una tendencia al alza de los beneficios para mantener la cotización de sus acciones, a causa de una oferta pública prevista, de una absorción o por cualquier otra razón. 

-
La empresa tiene una inversión importante en una actividad o línea de producto sujeta a cambios rápidos. 

-
La entidad depende especialmente de unos pocos productos o clientes. 

-
Presión financiera sobre la alta dirección. 

-
Se ejerce presión sobre el personal del área contable para que finalice las cuentas anuales en un período de tiempo anormalmente  breve. 
Transacciones no habituales. 
-
Operaciones no habituales, especialmente si tienen lugar en momentos próximos al cierre del ejercicio, con efecto significativo en los resultados. 

-
Transacciones o tratamientos contables complejos. 

-
Transacciones con terceros vinculados con la empresa. 

-
Pagos a terceros (por ejemplo, a asesores legales, consultores o agentes) que parezcan excesivos en relación con los servicios prestados. 
Problemas en la obtención de la evidencia suficiente y adecuada. 
-
Registros no adecuados, archivos incompletos, ajustes excesivos en libros y cuentas, y transacciones no registradas de acuerdo con procedimientos normales y excesivas cuentas de orden. 

-
Documentación inadecuada de las transacciones como, por ejemplo, ausencia de la debida autorización, soportes documentales no disponibles y alteración de los documentos (estos problemas de documentación tienen mayor importancia cuando se refieren a operaciones importantes o inusuales). 

-
Existencia de un excesivo número de diferencias entre los registros contables y las confirmaciones de terceros o bien de evidencias contradictorias o de cambios inexplicables en los ratios operativos. 

-
Se dan al auditor, por parte de la dirección, evasivas o respuestas poco razonables. 
Algunos factores relacionados con el tratamiento informático de los datos, vinculados con las circunstancias y hechos mencionados en los puntos anteriores pueden incluir: 
-
Imposibilidad de extraer información de los archivos informáticos, debido a la falta de actualización o, incluso, a la ausencia de documentación de los registros o programas. 

-
Existencia de un amplio número de cambios en los programas que no han sido documentados, aprobados o verificados. 

-
Inadecuado cuadre global entre las transacciones en procedimiento automatizado y las bases de datos de las cuentas financieras. 
ANEXO 4
EJEMPLOS DE ACTUACIONES CALIFICABLES DE RESPONSABILIDAD CONTABLE

Dentro del concepto genérico de responsabilidad contable se establece una clasificación entre:

A)
ALCANCES

Los casos calificables de alcance son únicamente los que encajan dentro de la relación siguiente (artículo 72 de la LFTCu):

· Los saldos deudores injustificados de una cuenta.

· La falta de numerario.

· La falta de justificación en las cuentas de los cuentadantes.

A efectos ilustrativos, a continuación se relacionan varios supuestos de alcance analizados por la Sala de Apelación del Tribunal de Cuentas:

· Existencia de mandamientos de pago sin justificar o mal justificados (sentencia 1/1992, de 31 de diciembre).

· Mandamientos de pago no justificados en tiempo y forma (sentencia 3/1992, de 1 de junio).

· Cantidades recaudadas no ingresadas (sentencia 3/1992, de 1 de junio).

· Expedición y cobro, por parte del recaudador, de recibos falsos, de forma que se impide una posterior emisión y cobro de los correspondientes recibos verdaderos (sentencia 8/1992, de 25 de junio).

· Recibos, facturas, pagarés y otros documentos similares correspondientes a pagos realizados y no contabilizados, sin justificación. En este tipo de documentos se incluyen gastos de viaje, tanto dietas como otros gasto, sin que haya constancia de ningún tipo de rendición de cuentas (sentencia 22/1992, de 30 de septiembre).

B)
MALVERSACIONES

El concepto de malversación de caudales o efectos públicos, como subespecie de la responsabilidad contable se establece en el artículo 72.2 de la LFTCu: “se entenderá por malversación de caudales o efectos públicos su sustracción, o el consentimiento para que ésta se verifique, o su aplicación a usos propios o ajenos por parte de quien los tenga a su cargo.” De acuerdo con el anterior enunciado, las malversaciones, a efectos de la responsabilidad contable, comprenden los siguientes supuestos:

· La sustracción de caudales o efectos públicos.

· El consentimiento para que sea posible llevar a cabo la sustracción.

· La aplicación a usos propios o ajenos de los caudales o efectos públicos, por parte de la persona que los tenga a su cargo.

C)
OTROS SUPUESTOS

Los supuestos de hecho relacionados en el artículo 141.1 y 92 de la Ley de Hacienda Pública de la Generalitat Valenciana de la Ley General Presupuestaria, no incluidos en los apartados A) y B) anteriores, son los siguientes:

· Administrar los recursos y demás derechos de la Hacienda Pública sin sujetarse a las disposiciones que regulan su liquidación, recaudación o ingresos en el Tesoro.

· Comprometer gastos y ordenar pagos sin crédito suficiente para realizarlos o con infracción de lo dispuesto en la presente Ley General Presupuestaria o Ley de Hacienda Pública de la Generalitat Valenciana o en la de Presupuestos que se aplicable.

· Dar lugar a pagos indebidos al liquidar las obligaciones o al expedir documentos en virtud de funciones encomendadas.

· No rendir las cuentas reglamentariamente exigidas, rendirlas con notable retraso o presentarlas con graves defectos.

· Cualquier otro acto o resolución con infracción de la Ley General Presupuestaria.
ANEXO 5
NORMA TÉCNICA DE AUDITORÍA SOBRE CUMPLIMIENTO DE LA NORMATIVA APLICABLE A LA ENTIDAD AUDITADA   (NTA CN)

Introducción
1.
El artículo 209.1 del Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas determina:

"Los auditores redactarán un informe detallado sobre el resultado de su actuación, conforme a la legislación sobre auditoría de cuentas, que contendrá, al menos, las menciones siguientes:
a)
Las observaciones sobre las eventuales infracciones de las normas legales o estatutarias que hubieran comprobado en la contabilidad, en las cuentas anuales o en el informe de gestión de la sociedad

b)
Las observaciones sobre cualquier hecho que hubieren comprobado, cuando éste suponga un riesgo para la situación financiera de la sociedad".

2.
El Artículo 5.1.e) del Reglamento de la Ley de Auditoría de Cuentas determina:

"……, el auditor de cuentas manifestará en el informe de forma clara y precisa su opinión técnica sobre si las cuentas anuales expresan la imagen fiel del patrimonio y de la situación financiera de la Empresa o Entidad auditada, así como de los resultados de las operaciones y de los recursos obtenidos y aplicados en el período examinado, con referencia a los siguientes extremos:………..

e)
Sobre las eventuales infracciones de las normas legales o estatutarias que se hubiesen comprobado durante la realización de los trabajos y que puedan tener relevancia en la imagen fiel que deben presentar las cuentas anuales".

Consideraciones generales  

3.
Se entiende por normativa aplicable, a efectos de esta norma técnica, el conjunto de disposiciones, cualquiera que sea su rango, a las que se halla sujeta la entidad auditada, ya sea con carácter general, específico o sectorial. 

4.
El término, incumplimiento utilizado en esta norma técnica, se refiere a actos, intencionados o no, por acción o por omisión, llevados a cabo por la entidad sometida a auditoría, o a situaciones en las que ésta se encuentre, contrarios a la normativa aplicable. Estos actos o situaciones incluyen transacciones realizadas por o en nombre de la entidad, o por cuenta de ella, por su dirección o sus empleados. A efectos de esta norma técnica el incumplimiento no incluye actuaciones impropias de los administradores, directivos o empleados realizadas a título personal no relacionadas con la actividad de la entidad. 

En la Norma Técnica de Auditoría sobre Errores e Irregularidades pueden encontrarse los criterios sobre la actuación del auditor ante este tipo de hechos en la auditoría de las cuentas anuales. 

5.
La determinación de si un acto o una situación constituye o no incumplimiento es una cuestión jurídica que normalmente excede de la competencia profesional del auditor. Su formación y experiencia, así como su conocimiento de la entidad y de su actividad, pueden proporcionar indicios de que algunos actos que lleguen a su conocimiento puedan constituir incumplimiento de la normativa aplicable a la entidad. La determinación de si un acto concreto constituye o es probable que constituya un incumplimiento puede requerir normalmente el asesoramiento de un experto legal. 

6. 
La normativa aplicable determina la forma y contenido de las cuentas anuales de una entidad, los principios y normas contables generalmente aceptados, los importes que deben ser registrados y la información que deben contener. Asimismo, establece las bases sobre las que la entidades debe desarrollar su actividad. Algunas entidades operan en sectores sujetos a supervisión (bancos, entidades de seguros, etc.). Otras sólo están sometidas a la normativa relacionada con aspectos operativos del negocio (por ejemplo, la relativa a la seguridad e higiene en el trabajo). El incumplimiento de la normativa aplicable puede tener consecuencias financieras para la entidad, tales como multas, litigios, etc., o incluso llevar al cese de su actividad. Por lo general, cuanto menos se refieran a hechos y transacciones que deben tener reflejo en las cuentas anuales, menor es la probabilidad de que el auditor tenga conocimiento de ellas, o reconozca su posible incumplimiento. 

7.
De acuerdo con el contenido del artículo 209.1 del T.R.L.S.A. y del artículo 5.1. e) del Reglamento de la Ley de Auditoría de Cuentas, el auditor deberá tener en consideración en su informe los eventuales incumplimientos de la normativa aplicable a la entidad auditada que hubiera comprobado durante la realización de su trabajo de auditoría y que de acuerdo con la norma técnica sobre el concepto de importancia relativa puedan tener relevancia en la imagen fiel que deben presentar las cuentas anuales. 

Objeto de la norma    

8. 
El objeto de esta Norma Técnica de Auditoría es establecer los procedimientos que ha de aplicar el auditor y delimitar su responsabilidad en relación con la detección de los eventuales incumplimientos de la normativa aplicable en que haya podido incurrir la entidad auditada que afecten significativamente a la imagen fiel de las cuentas anuales, así como determinar su efecto en el informe de auditoría y la comunicación al Órgano de Administración, a la Dirección y, en su caso, a los organismos reguladores. 

Ámbito de la norma

9.
La referencia a la expresión auditoría de cuentas anuales en la presente norma técnica se hace extensible a todos aquellos otros trabajos de auditoría sujetos a la Ley de Auditoría de Cuentas. 

Responsabilidad de los administradores y de la dirección sobre el cumplimiento de la normativa aplicable.   

10.
Es responsabilidad de los administradores y de la dirección de la entidad asegurar que la actividad se realiza de acuerdo con la normativa que le es de aplicación. La responsabilidad de la prevención y detección de incumplimientos corresponde, por tanto, a los administradores y a la dirección en el ámbito de sus competencias. 

En el Anexo I, se enumeran algunos ejemplos de políticas y procedimientos, entre otros, que pueden ayudar a los administradores y a la dirección en el desempeño de sus responsabilidades en cuanto a la prevención y detección de incumplimientos y cuya aplicación puede ser objeto de consideración por el auditor en el desarrollo de su trabajo de auditoría de cuentas anuales. 

Responsabilidad del auditor en relación con el cumplimiento de la normativa aplicable.   

11.
El auditor no es responsable de la prevención de los incumplimientos de la normativa aplicable. 

12. 
Al planificar y aplicar los procedimientos de auditoría, así como al evaluar los resultados de su trabajo y al informar sobre ellos, el auditor debe ser consciente de que los incumplimientos por parte de la entidad de la normativa aplicable pueden afectar significativamente a las cuentas anuales, por lo que el auditor debe realizar su trabajo de forma que tales incumplimientos puedan ser razonablemente detectados. Sin embargo, no debe esperarse que una auditoría pueda detectar todo incumplimiento. La detección de un incumplimiento, con independencia de su importancia relativa cuantitativa o cualitativa, requerirá el análisis de sus posibles implicaciones sobre la integridad de la dirección o de los empleados, así como su posible impacto en otros aspectos de la auditoría.

13. 
La auditoría de las cuentas anuales está sujeta al riesgo inevitable de que no se detecten incumplimientos de la normativa aplicable que afecten significativamente a las cuentas anuales auditadas aun cuando la auditoría se haya planificado y ejecutado adecuadamente de acuerdo con las normas técnicas de auditoría. Este riesgo es aún mayor con respecto a incorrecciones significativas en las cuentas anuales originadas por incumplimientos de la normativa aplicable debido a factores, tales como:  

-
Existencia de normativa, referida básicamente a aspectos operativos de la entidad, que en principio no tienen por qué tener efectos significativos en las cuentas anuales y cuyo incumplimiento puede no ser detectado por los sistemas de control interno contable. 

-
La eficacia de los procedimientos de auditoría se ve afectada por las limitaciones inherentes a todo sistema contable y de control interno y por la aplicación de técnicas de muestreo. 

-
El trabajo del auditor tiene como finalidad obtener una evidencia suficiente y adecuada y no una certeza absoluta.  

-
El incumplimiento puede implicar conductas dirigidas a su ocultación, tales como colusiones, falsificaciones, omisiones deliberadas en el registro de transacciones, falta de controles por la alta dirección o manifestaciones deliberadamente erróneas al auditor. 

14.
El auditor debe planificar y ejecutar la auditoría con una actitud de escepticismo profesional, reconociendo que su trabajo puede poner de manifiesto circunstancias o hechos que pueden llevarle a cuestionar el cumplimiento de la normativa aplicable por parte de la entidad. 

15.
Con el fin de planificar adecuadamente su trabajo de auditoría, el auditor debe obtener un conocimiento general de la normativa aplicable a la entidad y al sector en el que ésta opera, y de cómo la entidad está cumpliendo con ella. En este contexto, el auditor debe tener especialmente en cuenta que alguna normativa aplicable puede tener un efecto importante en las operaciones de la entidad, que en algunos casos, podrían llegar a causar el cierre de la entidad o poner en duda su capacidad para continuar sus operaciones. 

16.
Para obtener el conocimiento necesario de la normativa aplicable a la entidad el auditor podría normalmente: 

-
Analizar la normativa que le resulta de aplicación a la entidad. 

-
Utilizar la información existente del sector y negocio de la entidad. 

-
Preguntar a la dirección de la entidad sobre las políticas y procedimientos establecidos en relación con el cumplimiento de la normativa aplicable a la misma. 

-
Obtener la evaluación de la dirección sobre la normativa aplicable que puede tener un efecto significativo sobre las operaciones de la entidad. 

-
Comentar con la dirección las políticas y procedimientos adoptados para identificar, evaluar y contabilizar reclamaciones y litigios. 

17. 
Después de obtener el conocimiento general indicado, el auditor debe aplicar procedimientos que le ayuden a identificar eventuales incumplimientos significativos de aquella normativa aplicable que deba ser tenida en cuenta en la preparación de las cuentas anuales y, en especial: 

-
Preguntar a la dirección si la entidad cumple con tal normativa. 

-
Lectura de la correspondencia con las autoridades reguladoras. 

-
Solicitar información sobre los litigios y los procedimientos en los que está involucrada la entidad. 

18. 
Además, el auditor debe obtener evidencia de auditoría suficiente y adecuada sobre el cumplimiento por la entidad de aquella normativa que considere pueda tener un efecto significativo en las cuentas anuales. El auditor debe tener un conocimiento suficiente de esas normas para considerarlas cuando audite los importes registrados y los desgloses contenidos en las cuentas anuales.

En este sentido, hay que tener en cuenta que existe determinada información que, en cualquier caso, debido a su naturaleza y dada su exigencia legal debe incorporarse en las cuentas anuales. 

19. 
Salvo por lo indicado en los párrafos 15 a 18 anteriores, el auditor no está obligado a realizar pruebas u otros procedimientos específicamente dirigidos para verificar el cumplimiento de la normativa aplicable por parte de la entidad dado que ello excedería del alcance de una auditoría financiera de las cuentas anuales.

20. 
El auditor debe prestar atención al hecho de que, como consecuencia de los procedimientos de auditoría aplicados para formarse una opinión sobre las cuentas anuales, puede tener conocimiento de eventuales incumplimientos de la normativa aplicable. 

Por ejemplo, tales procedimientos incluyen la lectura de actas, así como la confirmación de los asesores legales y de la dirección sobre los posibles litigios o reclamaciones.

21. 
El auditor deberá obtener confirmación escrita de la dirección, de acuerdo con lo establecido al respecto en la Norma Técnica sobre "Carta de Manifestaciones de la Dirección", sobre cualquier incumplimiento de la normativa aplicable que pudiera conocer la dirección y cuyos efectos cualitativos o cuantitativos deban ser considerados en la formulación de las cuentas anuales. 

22. 
El auditor podrá asumir que la entidad cumple con la normativa aplicable a falta de evidencia en contrario, siempre que el trabajo se haya planificado y ejecutado de acuerdo con lo establecido en las normas técnicas de auditoría. 

Procedimientos cuando se pone de manifiesto una eventual infracción.    

23. 
En el Anexo II de esta Norma se incluyen ejemplos de tipos de circunstancias que puedan ser indicativas de un eventual incumplimiento de la normativa aplicable por parte de la entidad. 

24. 
Cuando llegue a conocimiento del auditor información relativa a un eventual incumplimiento de la normativa aplicable, deberá entender la naturaleza del hecho y las circunstancias en las que ha sucedido, así como obtener suficiente información adicional para evaluar su posible efecto en las cuentas anuales. 

25. 
Al evaluar el posible efecto en las cuentas anuales, el auditor tendrá en cuenta: 

-
Las consecuencias financieras previsibles, como multas, sanciones de otro tipo, perjuicios y responsabilidades, indemnizaciones, expropiación de activos, cese forzoso de actividades, litigios, etc.  

-
Si tales consecuencias deben ser desglosadas expresamente en la memoria de las cuentas anuales.  

-
Si las consecuencias financieras previsibles son de tal importancia o naturaleza que afecten significativamente a la imagen fiel de las cuentas anuales, de acuerdo con la norma técnica sobre el concepto de importancia relativa. 

26.
Cuando el auditor considere que puede haber un eventual incumplimiento que pudiera tener un efecto significativo en las cuentas anuales, debe documentar sus conclusiones y comentarlas con la dirección de la entidad auditada. 

27. 
Si la dirección de la entidad auditada no proporciona información satisfactoria de que está de hecho cumpliendo con la normativa, el auditor deberá considerar la posibilidad de consultar con los asesores legales de la misma acerca de la aplicación de la normativa aplicable a la situación concreta de que se trate, así como sus posibles efectos en las cuentas anuales. 

Cuando no sea posible o no considere apropiado consultar con los asesores legales de la entidad auditada o no quede satisfecho con la opinión de los mismos, el auditor evaluará la posibilidad de consultar con otros asesores legales acerca de la posible existencia de un incumplimiento de la normativa aplicable, sus previsibles consecuencias legales, así como aquellos otros procedimientos que deba tomar en consideración. 

En el caso de que el auditor considere necesario realizar una consulta con otros asesores legales, la efectuará de acuerdo con lo establecido en la Norma Técnica de Auditoría sobre utilización del trabajo de expertos independientes por auditores de cuentas. 

28.
Cuando no pueda obtenerse información adecuada sobre un eventual incumplimiento, el auditor debe evaluar el efecto que esta falta de evidencia pudiera tener en el informe de auditoría, tal como se indica en el párrafo 31. 

29.
El auditor debe considerar las implicaciones del incumplimiento de la normativa aplicable en relación con otros aspectos de la auditoría, especialmente la fiabilidad que otorgue a las manifestaciones de la dirección. 

A este respecto, el auditor debe reconsiderar su evaluación del riesgo y su validez en caso de incumplimiento no detectado por el control interno o no incluido en tales manifestaciones. 

Las implicaciones que pueda tener el eventual incumplimiento que se hubiera puesto de manifiesto dependerán de la forma en que tal incumplimiento haya tenido lugar, los procedimientos de control interno específicos afectados, así como del nivel de la dirección o de los empleados involucrados. 

Comunicación de los incumplimientos de la normativa aplicable a la entidad.   

Informe de auditoría de las cuentas anuales. 

30.
Si el auditor concluye que el eventual incumplimiento de la normativa aplicable a la entidad tiene o puede tener un efecto significativo o muy significativo desde un punto de vista cuantitativo o cualitativo en las cuentas anuales y que no ha sido adecuadamente considerado en las mismas debe emitir un informe con salvedad, opinión desfavorable o denegada según proceda, de acuerdo con las normas técnicas de auditoría sobre informes. 

31.
Si la entidad o las circunstancias impiden al auditor la obtención de la evidencia suficiente y adecuada para evaluar si existen o si es probable que se hayan producido incumplimientos de la normativa aplicable a la entidad que puedan afectar significativamente a las cuentas anuales, debe expresar una opinión con salvedades o denegar su opinión, por la existencia de limitaciones al alcance de la auditoría. 

Al Órgano de Administración

32.
El auditor debe comunicar, oportunamente, al Órgano de Administración, a la Alta Dirección y, en su caso, al Comité de Auditoría, la existencia de los incumplimientos que conozca de la normativa aplicable a la entidad, o bien obtener evidencia de que están adecuadamente informados de dichos incumplimientos. No obstante, no será obligatoria la comunicación de los incumplimientos cuando no sean significativos y no afecten a la opinión que el auditor debe expresar sobre las cuentas anuales, si bien en el caso de que éstos constituyan una irregularidad, tal y como se define este concepto en la Norma Técnica sobre "errores e irregularidades", habrán de comunicarse en la forma prevista en dicha norma.

33.
Si a juicio del auditor, el incumplimiento resulta intencionado y pudiera tener un efecto significativo en las cuentas anuales, debe comunicar sin demora su hallazgo.

34.
Si el auditor tiene indicios de que miembros de la alta dirección o del Órgano de Administración están implicados en un incumplimiento significativo de la normativa aplicable a la entidad, debe informar al nivel superior de autoridad de la entidad, si existe, tal como un Comité de Auditoría o un órgano supervisor.

Cuando no exista una autoridad superior o si el auditor supone que su informe no será tenido en cuenta o si tiene dudas sobre las personas a las que debe informar, éste evaluará, de acuerdo con su juicio profesional y con el asesoramiento legal oportuno en su caso, quien es el destinatario apropiado de tal información (por ejemplo: Junta General, sociedad matriz, accionistas mayoritarios, etc.).

A las autoridades reguladoras (Banco de España, Comisión Nacional de Mercado de Valores, Dirección General de Seguros).

35.
En relación con la presente Norma Técnica debe recordarse que el deber de secreto profesional establecido en los artículos 13 y 14 de la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de Cuentas, no resulta de aplicación frente a ciertas autoridades supervisoras en las circunstancias previstas en la Disposición Final Primera de dicha Ley, según la nueva redacción dada a su párrafo final por la Disposición Adicional Octava de la Ley 37/1998, de 16 de diciembre, de Reforma de la Ley 24/1988 del Mercado de Valores, que establece:

"Los auditores de las cuentas anuales de las entidades sometidas al régimen de supervisión previsto en la Ley 13/1992, sobre Recursos Propios y Supervisión en base consolidada de las entidades financieras, o de las entidades reguladas en la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados o de las instituciones reguladas en la Ley 46/1984, de 26 de diciembre, sobre instituciones de inversión colectiva, tendrán la obligación de comunicar rápidamente por escrito al Banco de España, Comisión Nacional del Mercado de Valores o Dirección General de Seguros, según proceda, cualquier hecho o decisión, sobre la entidad o institución auditada, del que hayan tenido conocimiento en el ejercicio de sus funciones y que pueda:

a)
Constituir una violación grave del contenido de las disposiciones legales, reglamentarias o administrativas que establezcan las condiciones de su autorización o que regulen de manera específica el ejercicio de su actividad.

b)
Perjudicar la continuidad de su explotación, o afectar gravemente a su estabilidad o solvencia.

c)
Implicar la abstención de la opinión del auditor, o una opinión desfavorable o con reservas, o impedir la emisión del informe de auditoría".
36.
En consecuencia, los incumplimientos de la normativa aplicable a la entidad, conocidos por el auditor de cuentas, y que correspondan al contexto de las obligaciones a que se refiere la disposición transcrita en el párrafo anterior, deberán ser comunicados a las autoridades correspondientes.

ANEXO 6
NORMA TÉCNICA DE AUDITORÍA SOBRE “ERRORES E IRREGULARIDADES” (NTA EI)

Introducción 

1.
Las Normas Técnicas de Auditoría de carácter general publicadas por Resolución de 19 de enero de 1991, del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, establecen en el epígrafe 1.5.3, lo siguiente: 
El auditor es responsable de su informe y debe realizar su trabajo de acuerdo con las Normas Técnicas de Auditoría establecidas. Su trabajo no está específicamente destinado a detectar irregularidades de todo tipo e importe que hayan podido cometerse y, por lo tanto, no puede esperarse que sea uno de sus resultados. No obstante, el auditor debe planificar su examen teniendo en cuenta la posibilidad de que pudieran existir errores o irregularidades con un efecto significativo en las cuentas anuales.
Asimismo, en el apartado “Objetivos de la Auditoría de Cuentas Anuales” de las citadas Normas Técnicas de Auditoría, se establece lo siguiente:

“En la planificación de su examen, el auditor debe considerar la detección de los errores e irregularidades producidas, que pudieran tener un efecto significativo sobre las cuentas anuales, sin embargo no será responsable de todo error o irregularidad cometido por los administradores, directivos o personal de la entidad auditada”. 
2.
El término “error” se refiere, en el contexto de esta norma técnica, a actos u omisiones no intencionados cometidos por uno o más individuos, sean de los administradores, de la dirección, de los empleados de la entidad auditada, o de terceras personas ajenas a ésta, que alteran la información contenida en las cuentas anuales, tales como:
-
Errores aritméticos o de transcripción en los registros y datos contables. 
-
Inadvertencia o interpretación  incorrecta de hechos. 
-
Aplicación incorrecta de principios y normas contables. 
3.
El término “irregularidad” se refiere, en el contexto de esta norma técnica, a los actos u omisiones intencionados, cometidos por uno o más individuos, sean de los administradores, de la dirección, de los empleados de la entidad auditada, o de terceras personas ajenas a ésta, que alteran la información contenida en las cuentas anuales. 
La irregularidad puede suponer, entre otros:
-
Manipulación, falsificación o alteración de registros o documentos. 

-
Apropiación indebida y utilización irregular de activos. 

-
Supresión u omisión de los efectos de transacciones en los registros o documentos. 

-
Registro de operaciones ficticias. 
-
Aplicación indebida e intencionada de principios y normas contables.
4.
Los errores e irregularidades tienen en su intencionalidad el factor primordial de diferenciación. Sin embargo, en ocasiones resulta difícil determinar dicha intencionalidad, sobre todo en aspectos relacionados con estimaciones contables o en aplicación e interpretación de principios y normas de contabilidad. 

5.
Cualquier auditoría de cuentas anuales está sujeta al inevitable riesgo de que algunos errores e irregularidades significativos no sean detectados, incluso cuando se planifica y ejecuta adecuadamente de acuerdo con las normas técnicas de auditoría. El riesgo de no detectar irregularidades es mayor que el de no descubrir errores, ya que normalmente la irregularidad va acompañada de actuaciones tendentes a ocultarlo, tales como colusiones, falsificaciones, omisiones deliberadas en el registro de transacciones o justificaciones inadecuadas al auditor. 

El auditor llevará a cabo su actuación con una actitud de escepticismo profesional, reconociendo que puede encontrar circunstancias o hechos que indiquen la existencia de errores e irregularidades. 

Objeto de la norma

6.
El objeto de esta norma técnica es establecer los procedimientos que ha de aplicar el auditor, así como delimitar su responsabilidad en la detección de errores e irregularidades que afecten significativamente a la imagen fiel de las cuentas anuales, y en consecuencia su efecto en el informe de auditoría, así como la comunicación a la Dirección y en su caso a los Organismos Reguladores. 

Ámbito de la norma 
7.
La referencia a la expresión auditoría de cuentas anuales en la presente norma técnica se hace extensible a todos aquellos otros trabajos de auditoría de cuentas sujetos a la Ley de Auditoría de Cuentas.
Responsabilidad de los Administradores y de  la Dirección. 
8.
La prevención y detección de errores e irregularidades corresponde a los  administradores y a la Dirección, a través de la implantación y funcionamiento continuado de los adecuados sistemas contables y de control interno. Dichos sistemas reducen pero no eliminan la posibilidad de errores e irregularidades. 
Responsabilidad y actuación del auditor. 
9.
El auditor no es responsable de la prevención de errores e irregularidades. Sin embargo al planificar la auditoría, el auditor debe evaluar el riesgo de que las cuentas anuales estén afectadas por errores e irregularidades significativos y debe preguntar a la Dirección y, en su caso, a los administradores si tienen conocimiento de la existencia de algún error e irregularidad significativo. 
10.
La existencia de sistemas de contabilidad y procedimientos de control interno eficientes reducen la posibilidad de errores e irregularidades en las cuentas anuales, aunque siempre hay riesgo de que los controles internos no funcionen tal como se diseñaron. Asimismo, cualquier sistema de contabilidad y de control interno puede ser ineficaz ante irregularidades ocasionadas por colusiones entre empleados o cometidas por la dirección. 
11.
Además de las debilidades detectadas del sistema contable y de control interno, pueden existir hechos o circunstancias que incrementen el riesgo de errores e irregularidades, tales como: 
-
Aspectos relativos a la integridad y competencia de la Dirección. 
-
Presiones no usuales tanto internas como externas a la Sociedad. 
-
Transacciones no habituales. 
-
Problemas en la obtención de evidencia suficiente y adecuada. 
En el Anexo III se recogen algunos ejemplos de estos hechos y circunstancias. 
12.
Basándose en la evaluación del riesgo, el auditor debe diseñar los procedimientos de auditoría necesarios para obtener seguridad razonable de que las irregularidades y errores significativos que pudieran existir y afecten significativamente a las cuentas anuales, consideradas en su conjunto, se detecten adecuadamente.
En consecuencia, el auditor debe obtener evidencia suficiente y adecuada de que no se han producido errores e irregularidades que puedan tener un efecto significativo en las cuentas anuales, o de que si se han producido su efecto en éstas ha sido reflejado adecuadamente. 
13.
Debido a las limitaciones inherentes a toda auditoría, existe un riesgo inevitable de que no se detecten errores e irregularidades que afecten significativamente a las cuentas anuales. La posible detección posterior de éstos, relativos al período al que se refiere el informe del auditor, no implica por sí solo que éste no haya seguido los principios básicos y los procedimientos esenciales que rigen una auditoría.  El cumplimiento por el auditor de las normas técnicas de auditoría  se pone de  manifiesto por la idoneidad de los procedimientos aplicados, los cuales deben haber tenido en consideración las circunstancias específicas del trabajo, así como por el reflejo de los resultados obtenidos en sus papeles de trabajo y en el informe de auditoría. 
Procedimientos cuando hay indicios de la existencia de errores o irregularidades. 
14.
Cuando de la aplicación de procedimientos de auditoría, diseñados teniendo en cuenta la evaluación del riesgo, se derivase la posible existencia de errores e irregularidades, el auditor debe evaluar sus efectos potenciales en las cuentas anuales. Si considera que son significativos, debe modificar los procedimientos previstos o aplicar otros adicionales. 

15.
La amplitud de procedimientos adicionales dependerá del criterio del auditor en relación con: 
a)
La naturaleza de los errores o irregularidades que puedan presumirse; 
b)
La probabilidad de que ocurran, 
c)
La posibilidad de que un tipo concreto de error o irregularidad pueda tener efectos significativos en las cuentas anuales. 
A menos que las circunstancias indiquen claramente lo contrario, el auditor  no debe asumir que un caso de error o irregularidad es un hecho aislado. Si la irregularidad o error debiera haber sido prevenido o detectado por el sistema de control interno, el auditor debe reconsiderar su evaluación previa del mismo y, si es necesario, ajustar la naturaleza, programación y amplitud de sus procedimientos sustantivos. 
16.
La aplicación de estos procedimientos adicionales normalmente llevará al auditor a confirmar o a desestimar sus dudas sobre la existencia de errores e irregularidades. 
Cuando no se resuelvan las dudas acerca de la existencia de algún error o irregularidad como consecuencia de los procedimientos adicionales aplicados, el auditor debe considerar su efecto e incidencia en el informe de auditoría. 
17.
Asimismo, el auditor deberá considerar las implicaciones de los errores o irregularidades significativos en otros aspectos de la auditoría, especialmente en relación con la fiabilidad de las manifestaciones de la Dirección. 
En caso de errores o irregularidades no detectados por los controles internos o no incluidos en las manifestaciones efectuadas por la dirección, el auditor debe reconsiderar la evaluación efectuada del riesgo, así como la validez de las citadas manifestaciones de la Dirección. 
Información de errores e irregularidades.
En el Informe de auditoría de las cuentas anuales. 
18.
Si el auditor concluye que el error o irregularidad tiene efecto significativo o muy significativo en las cuentas anuales y que no ha sido adecuadamente considerado en las mismas, debe emitir una opinión con salvedad o desfavorable, según proceda, de acuerdo con las normas técnicas de auditoría sobre informes. 
19.
Si la entidad o las circunstancias impiden al auditor la obtención de  evidencia suficiente y adecuada para evaluar si existen o si es probable que se hayan producido errores o irregularidades que puedan afectar significativamente a las cuentas anuales, debe expresar una opinión con salvedades o denegar su opinión, por la existencia de limitaciones al alcance de la auditoría.
A la Dirección 

20.
El auditor debe comunicar a la dirección, tan pronto como sea posible, la existencia de errores significativos o irregularidades, aun cuando estas últimas no tengan un efecto significativo en las cuentas anuales, de acuerdo con lo previsto en las Normas Técnicas de Auditoría. 
21.
Para determinar quién es el representante adecuado de la empresa que debe ser informado de los posibles errores significativos o irregularidades encontradas o previsibles, el auditor debe valorar todas las circunstancias del caso. 
Con respecto a la irregularidad, debe analizar la posibilidad de que esté implicado algún miembro de la alta dirección. En la mayoría de los casos que suponen una irregularidad, es adecuado informar del asunto a un nivel organizativo de la entidad superior al de las personas presuntamente implicadas. Cuando los últimos responsables de la gerencia tampoco estén exentos de dudas, normalmente el auditor debe obtener el adecuado asesoramiento legal como ayuda en la determinación de los procedimientos a seguir.
A las autoridades reguladoras (Banco de España, Comisión Nacional del Mercado de Valores, Dirección General de Seguros) 
22.
En relación con la presente Norma Técnica debe recordarse que el deber de secreto profesional  establecido en los artículos 13 y 14 de la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de Cuentas, no resulta de aplicación frente a ciertas autoridades supervisoras en las circunstancias previstas en la Disposición Final Primera de dicha Ley, según la nueva redacción dada a su párrafo final por la Disposición Adicional Octava de la Ley 37/1998, de 16 de diciembre, de Reforma de la Ley 24/1988 del Mercado de Valores,  que establece: “ los auditores de las cuentas anuales de las entidades sometidas al régimen de supervisión previsto en la Ley 13/1992, sobre Recursos Propios y Supervisión en base consolidada de las entidades financieras, o de las entidades reguladas en la ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados o de las instituciones reguladas en la Ley 46/1984, de 26 de diciembre, sobre instituciones de inversión colectiva, tendrán la obligación de comunicar rápidamente por escrito al Banco de España, Comisión Nacional del Mercado de Valores o Dirección General de Seguros, según proceda, cualquier hecho o decisión, sobre la entidad o institución auditada, de la que haya tenido conocimiento en el ejercicio de sus funciones y que pueda: 
a)
Constituir una violación grave del contenido de las disposiciones legales, reglamentarias o administrativas que establezcan las condiciones de su autorización o que regulen de manera específica el ejercicio de su actividad. 
b)
Perjudicar la continuidad de su explotación, o afectar gravemente a su estabilidad o solvencia. 
c)
Implicar la abstención de la opinión del auditor, o una opinión desfavorable o con reservas, o impedir la emisión del informe de auditoría.” 
23. En consecuencia, los errores e irregularidades conocidos por el auditor de cuentas, y que correspondan al contexto de las obligaciones a que se refiere la disposición transcrita en el párrafo anterior, deberán ser comunicados a las autoridades correspondientes. 

ANEXO 7
NORMAS DE AUDITORÍA DE SECTOR PÚBLICO DE LA IGAE

5.6.
REVISIÓN DEL CUMPLIMIENTO LEGAL.

5.6.1.
Cuando las leyes, normas u otros requisitos de obligado cumplimiento sean importantes para los objetivos de la auditoría, ésta se desarrollará de forma que proporcione garantías suficientes acerca de su cumplimiento.

5.6.2. El examen del cumplimiento legal variará de acuerdo con el tipo de auditoría que se esté realizando. Así, el diseño de las auditorías financieras se hará de forma que proporcionen garantías razonables para la detección de aquellos actos ilegales que tengan un efecto ya sea directo o indirecto, de entidad suficiente en los estados financieros.

.....

5.6.3. El cumplimiento de la normativa jurídica adquiere especial importancia en el ámbito del sector público, ya que toda su actividad financiera está sometida al principio de legalidad. Es por eso por lo que en las auditorías de entidades públicas el alcance de las pruebas de cumplimiento deberá tener mayor amplitud que el que se aplica normalmente en las auditorías financieras del sector privado.

En muchas ocasiones, el cumplimiento de legalidad será un objetivo propio y específico de las auditorías públicas, aun cuando no tenga efectos inmediatos con entidad suficiente en los estados financieros, o en los restantes objetivos de las auditorías operativas.

5.6.4. Los auditores públicos deberán consultar con los asesores jurídicos y con la propia IGAE cuando surjan problemas en la interpretación de la legislación aplicable. 

Al ser la legislación aplicable muy prolija, no se debe esperar que el auditor revise toda la normativa que tenga alguna relación con la entidad auditada. Se espera que el auditor decida de forma responsable y razonada el cumplimiento de qué normas se deben revisar. 

Estas consultas se efectuarán de acuerdo con el procedimiento interno de funcionamiento que en cada momento estuviese establecido.

5.6.5. La revisión deberá recaer tanto sobre la legislación de general aplicación como sobre la específica de la entidad acerca de las operaciones sometidas a revisión. Con relación a este punto debe dedicarse especial atención a comprobar que la entidad se desenvuelve dentro de lo establecido en su legislación básica y que las actividades que la ley prevé que deben realizarse son llevadas a cabo realmente.

Entre la legislación a considerar se incluyen:

· Disposiciones normativas con rango de ley.

· Disposiciones reglamentarias.

· Normas estatutarias y contractuales.

5.6.6. Los auditores deberán prestar especial atención a aquellas situaciones o transacciones que presenten indicios de futuros abusos o actos ilegales y, si existe evidencia de este tipo de situaciones, deberán emplear los procedimientos de auditoría para identificar los efectos de los mismos sobre las operaciones de la entidad.

Aunque el procedimiento de auditoría puede permitir identificar situaciones de abuso, fraudes o actos ilegales, no garantiza el descubrimiento de todas las posibles infracciones que se hayan podido cometer.

El posterior descubrimiento de una situación de fraude, abuso o actos ilegales realizados en el período sometido a auditoría no significa que el trabajo del equipo auditor haya sido inadecuado, siempre y cuando éste haya cumplido las normas aplicables.

5.6.7. El término “incumplimiento” tiene un significado más amplio que el estrictamente relativo a los actos ilegales; los incumplimientos incluyen no sólo actos ilegales, sino también violaciones de las previsiones contractuales o de las condiciones de concesión de subvenciones. Como los actos ilegales, estos tipos de incumplimientos pueden ser significativos para los objetivos de la auditoría. Los auditores diseñarán la auditoría de forma que proporcione garantía razonable de que son detectadas las falsedades con materialidad suficiente en los estados financieros que resulten de incumplimientos de las previsiones contractuales o de las normas relativas a la concesión de subvenciones. Si los auditores obtuvieran información acerca de la posible existencia de este tipo de incumplimientos, habrán de diseñar procedimientos específicos dirigidos a detectarlos.

5.6.8. Si en el curso de la auditoría se detectan presuntos actos o conductas ilegales o delictivas, deberán trasladarse inmediatamente a las autoridades competentes. En estas circunstancias no se debe esperar a la emisión del informe definitivo.

5.6.9. En las auditorías operativas y en especial en las de sistemas y procedimientos, la auditoría incluirá las propuestas de reformas normativas que puedan considerarse precisas en relación con los objetivos de la auditoría.

6.
NORMAS SOBRE PREPARACIÓN, CONTENIDO Y PRESENTACIÓN DE INFORMES

6.3.
CONTENIDO.

6.3.8
Mención expresa del grado de observancia de la legislación aplicable.

6.3.8.1
Los auditores incluirán en el informe todos los incumplimientos y abusos significativos que hayan sido detectados durante o en conexión con la auditoría.

6.3.8.2
El término incumplimiento comprende actos ilegales e inobservancias de cláusulas contractuales o acuerdos sobre subvenciones. Abuso se denomina a toda conducta que en una organización, programa, actividad o función pública se desvía de las expectativas sociales de conducta prudente.

Informar sobre el cumplimiento de la legislación aplicable tiene gran relevancia, ya que el receptor del informe necesita conocer si los fondos públicos han sido utilizados de un modo adecuado.

Se deberá referenciar el grado de cumplimiento de:

a) Legislación general, principalmente la de carácter administrativo.

b) Normas relativas a la gestión presupuestaria.

c) Normas relativas a la organización, procedimiento y control interno del ente auditado.

6.3.8.1 La información sobre el grado de incumplimiento deberá situarse en una perspectiva adecuada con el objeto de que el lector del informe pueda juzgar su importancia. Se debe señalar, por tanto, la relación que guardan los incumplimientos detectados con el universo o el número total de casos examinados y serán cuantificados en términos de valor monetario cuando sea posible y apropiado.
Se debe hacer referencia expresa a aquella legislación en la que fundamentalmente se ha entrado la investigación auditora en materia de cumplimiento.

6.3.8.2 Cuando los auditores consideren que determinados actos de incumplimiento no tienen significación suficiente para incluirlos en el informe, deberán en todo caso comunicarlos al auditado, preferiblemente por escrito, referenciando la comunicación en el informe de auditoría y documentándola en los papeles de trabajo.

6.3.8.3 El objetivo de una auditoría completa de cumplimiento es emitir un dictamen sobre si la entidad pública cumple adecuadamente la legislación más importante relativa a la administración y control de los fondos públicos.

6.3.8.4 En esta materia, los auditores deberán consultar frecuentemente con las distintas asesorías jurídicas a los efectos de determinar si un acto tiene en realidad la calificación de ilegal.

Si el auditor no ha aplicado las suficientes pruebas y procedimientos de auditoría que le permitan alcanzar un dictamen profesional, tendrá que hacerlo constar en el informe.

6.3.8.5 En determinadas circunstancias, los auditores son responsables de comunicar directamente los actos ilegales a terceras personas ajenas al auditado.

El auditado puede estar obligado por la normativa jurídica a comunicar determinados actos ilegales a terceros. Si tales hechos fuesen comunicados al auditado por el responsable de la auditoría y aquel no los comunicase a los terceros a que está obligado, el responsable de la auditoría lo pondrá en conocimiento de los órganos directivos de la IGAE para que sea ella la que en su caso lo comunique.

Cuando se trate de actos que presuntamente puedan considerarse delictivos, el responsable de la auditoría los pondrá, inmediatamente y sin esperar a que concluya la auditoría, en conocimiento de los órganos directivos de la IGAE, a efecto de que se dé comunicación de los mismos al Fiscal General del Estado y a las autoridades judiciales.

Cuando los auditores sospechen que la inclusión en el informe de ciertas informaciones acerca de determinados hechos delictivos comprometerían la investigación o el procedimiento en curso, deberán consultar con la asesoría jurídica y con las autoridades judiciales con la finalidad de decidir si debe o no incluirse en el informe. Los auditores limitarán su informe a materias que no comprometan tales investigaciones, tales como datos que ya sean de conocimiento público.

(1) Por ejemplo en las normas internacionales de auditoría emitidas por IFAC NIA 240 “La responsabilidad del auditor al considerar el fraude y el error en una auditoría de estados financieros”, en las normas de auditoría de INTOSAI o de la AICPA SAS 99 “Considerations of Fraud in a Financial Statement Audit”. También en las NASP de la IGAE (5.6.6).
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